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NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. [N]o se integró el litisconsorcio necesario, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto sean atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción, circunstancia que tiene la connotación suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado a partir del fallo, por la palmaria la vulneración del debido proceso, por tanto se  ordenará la devolución al a quo para que se rehaga en debida forma la actuación con apego a esos postulados. Deberá por tanto la primera instancia vincular a COLOMBIA MAYOR- CONSORCIO 2013, y correrle traslado para que se pronuncie respecto de la demanda constitucional impetrada.
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Pereira, treinta y uno (31) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                              Acta de Aprobación N° 22
1.- VISTOS 

Se procedería por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el apoderado del señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ, frente al fallo proferido por el Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con funciones de conocimiento de esta ciudad, de no ser porque se advierte un error sustancial en el procedimiento que afecta garantías esenciales.

2.- DEMANDA 

Los hechos que se plantean en el escrito de tutela por el abogado del accionante se pueden concretar así: (i) el señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ padece de “lumbago con ciática, disminución de la agudeza visual, hipoacusia neurosensorial bilateral, esquizofrenia y osteoartrosis primaria generalizada”; (ii) debido a esos diagnósticos inició trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral ante COLPENSIONES, dentro del cual en septiembre 6 de 2015 le fue otorgado un porcentaje de 52.82% de invalidez por enfermedad de origen común, con fecha de estructuración agosto 14 de 2015; (iii) en el citado dictamen se estableció que no se encontraba en capacidad de ejercer su propia representación, razón por la que se adelantó proceso de interdicción judicial en el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de Cartago (Valle), el cual culminó con la designación de guardadora legítima, (iv) la referida auxiliar de la justicia solicitó a su favor el reconocimiento de la pensión de invalidez, prestación que fue negada mediante Resolución SUB 153167 de agosto 11 de 2017, según indicó el fondo pensional por no acreditar 50 semanas en los 3 años anteriores a la configuración de la invalidez; (v) el señor CORREA HERNÁNDEZ cotizó de forma ininterrumpida hasta marzo de 2014, no obstante los pagos realizados a partir de mayo 01 de 2013 no fueron tenidos en consideración por la accionada, bajo el argumento de que los efectuó cuando ya llevaba más de 15 años en el subsidio de PROSPERAR -hoy COLOMBIA MAYOR-; (vi) si dichas cotizaciones se tuvieran en cuenta tendría 83.8 semanas en el periodo comprendido entre agosto 14 de 2012 y agosto 14 de 2015; (vii) es sumamente injusto que el sistema se lucre de los aportes realizados de buena fe por FERNANDO DE JESÚS, toda vez que nadie le advirtió que cuando superara ese tope no podría seguir cotizando, e incluso se le envió el talonario del 2013; (viii) en septiembre 14 de 2017 presentó solicitud de revocatoria directa del citado acto administrativo, y mediante resolución SUB 21783 de octubre 6 de 2017 se negó su pretensión; (ix)  la condición actual del actor es caótica, toda vez que además de su estado de invalidez y tener 57 años, no cuenta con ningún ingreso que le permita sufragar sus necesidades básicas, y ha tenido que acudir a la caridad de amigos y familiares para solventar su subsistencia, lo que se traduce en un estado de indignidad que no puede ser aceptable, máxime que es sujeto de especial protección constitucional; y (x) la acción es procedente por cuanto la negativa de la entidad de acceder a la pensión solicitada le genera un perjuicio irremediable.
De acuerdo a lo anterior se consideran quebrantadas las garantías constitucionales al mínimo vital, igualdad, seguridad social y dignidad humana, cuyo amparo invoca; y, en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES reconocer la prestación reclamada a favor de su poderdante, teniendo en consideración las cotizaciones realizadas desde mayo 01 de 2013 hasta marzo 30 de 2014.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El trámite de la acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento, despacho que la admitió y corrió traslado a la entidad tutelada, la cual se pronunció por intermedio de su Director de Acciones Constitucionales en los siguientes términos:

El señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ presentó solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez, la cual fue atendida y resuelta mediante las resoluciones SUB 153167 de agosto 11 de 2017 y SUB 217830 de octubre 06 de 2017, y por las razones de hecho y de derecho que allí se manifestaron no se accedió a lo pedido; por tanto, si el actor presenta desacuerdo con lo resuelto debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin, mas no acudir a la acción de tutela, por cuanto esta, en virtud del principio de subsidiariedad, solo procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial, y en el marco del Sistema de Seguridad Social cuando se presentan controversias entre afiliados, beneficiarios o usuarios, empleador y entidades administradoras, éstas deben ser conocidas por la jurisdicción ordinaria laboral, conforme lo consagrado en el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social. 

El amparo tampoco puede concederse de manera transitoria puesto que no se acreditó la ocurrencia de un perjuicio irremediable, y por tanto no es competencia del juez constitucional realizar un análisis de fondo frente a lo solicitado.

La Corte Constitucional ha reiterado que el amparo tutelar es improcedente para el reconocimiento de prestaciones económicas, pues por su naturaleza excepcional y subsidiaria no puede reemplazar las acciones ordinarias para resolver los asuntos litigiosos, y también ha indicado que el juez de tutela no debe indicarle a la entidad encargada del reconocimiento de una pensión, el contenido, alcance y efectos de sus decisiones, frente a solicitudes pensionales, ya que su competencia se ciñe a verificar que se proporcione una respuesta oportuna y de fondo a la petición presentada; por tanto, no tiene competencia para pronunciarse de fondo frente a la concesión de una pensión de invalidez.

De acuerdo a lo anterior pidió se desestimen las pretensiones de la demanda, al no tener esa entidad responsabilidad en la transgresión de los derechos fundamentales cuyo amparo se invoca.
3.2.- Dentro del plazo constitucional (noviembre 30 de 2017), el a quo profirió decisión en la que declaró improcedente el amparo deprecado, al considerar que el actor puede acudir a la jurisdicción ordinaria para que se dirima la controversia que se suscita entre él y COLPENSIONES, y no demostró la falta de idoneidad de ese mecanismo para garantizar la protección de los derechos que se estiman vulnerados como tampoco la ocurrencia de un perjuicio irremediable que hiciera viable la tutela en forma transitoria.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del tutelante se opuso a lo resuelto por el juez de primer nivel, y pidió que se acceda al amparo invocado. Al efecto argumentó:

Contrario a lo concluido en la sentencia, en su criterio la acción de tutela sí es el mecanismo idóneo para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez a favor de su representado, en atención al cuadro patológico que presenta y  a consecuencia del cual le calificaron 52.82% de pérdida de capacidad laboral, lo que lo ubica en un grupo de especial protección, a lo que se suma su edad -57 años-, y la difícil situación económica en la que se encuentra, aspectos que en su criterio son de relevancia constitucional para efectos de la prosperidad del amparo, máxime que la negativa de acceder a esa prestación se fundamenta en la no consideración de pagos realizados de buena fe al consorcio prosperar.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del 1382/00 modificado por el 1069/15 y 1983/17.

Como se anunció al comienzo de este proveído, observa el Tribunal la existencia de una irregularidad sustancial vulneradora de la garantía fundamental al debido proceso, la cual debe ser respetada en todo trámite judicial, con mayor razón en el presente por estar precisamente encaminado a la protección de derechos fundamentales. Se trata de lo siguiente:

De acuerdo con lo consignado en el escrito de tutela se advierte que el accionante realizó sus aportes en pensión por intermedio del CONSORCIO PROSPERAR hoy COLOMBIA MAYOR, lo cual también se observa al revisar su historia laboral. 

Al parecer la citada entidad procedió a desafiliarlo de COLPENSIONES cuando cumplió el tope máximo para acceder al subsidio, razón por la cual el fondo pensional no tuvo en consideración los pagos realizados por él a partir de mayo 01 de 2013, no obstante asegura que nadie la informó que cuando superara los 15 años de permanencia en el CONSORCIO no podía seguir cotizando.
Lo anterior permite inferir que COLOMBIA MAYOR-CONSORCIO 2013 está involucrada en el asunto sobre el cual versa la acción, y potencialmente podría verse inmersa en lo ordenado en la decisión adoptada.  El juzgado de primer nivel avizoró esa situación, pero consideró que no era necesaria la vinculación por cuanto esa entidad actuó de acuerdo con los lineamientos que rigen el programa subsidiado de aportes en pensiones; no obstante, la Sala no comparte esa apreciación, porque como ya se dijo es claro que dicho CONSORCIO sí tiene una relación directa con los hechos que motivaron la interposición del amparo, y si su actuación fue o no ajustada a derecho debe ser objeto de análisis dentro del respectivo fallo.
Significa lo anterior, que no se integró el litisconsorcio necesario, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto sean atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción, circunstancia que tiene la connotación suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado a partir del fallo, por la palmaria la vulneración del debido proceso, por tanto se  ordenará la devolución al a quo para que se rehaga en debida forma la actuación con apego a esos postulados.

Deberá por tanto la primera instancia vincular a COLOMBIA MAYOR- CONSORCIO 2013, y correrle traslado para que se pronuncie respecto de la demanda constitucional impetrada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Unitaria de Decisión Penal para Adolescentes, DECLARA LA NULIDAD en el presente trámite, a partir inclusive del fallo de tutela materia de impugnación, con el fin de que se rehaga la actuación teniendo en consideración la situación advertida. 

Devuélvase de inmediato la actuación al juzgado de origen para los fines pertinentes.

Notifíquese y CÚMPLASE,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 

LUZ STELLA CORREA LONDOÑO                 

Secretaria ad-hoc
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